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INTRODUCCIÓN
El suicidio constituye uno de los problemas de salud pública más complejos de la 
actualidad. Lejos de tratarse de un problema individual, es la manifestación más 
cruda de un proceso complejo de salud mental en el que se entrelaza lo colectivo, 
lo social y la subjetividad de las personas. Por esta razón, su prevención requiere 
intervenciones que excedan el ámbito estrictamente sanitario y comprometan al 
Estado, a las instituciones educativas, a las organizaciones sociales y a las propias 
comunidades.

A nivel mundial, no se cuenta con datos actualizados pero la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) estima que aproximadamente 727.000 personas murieron por 
suicidio en 2021. Ese año, el suicidio constituyó la tercera causa de muerte entre 
las personas de 15 a 29 años y el 73% de las muertes se produjo en países 
de ingresos bajos y medianos. La OMS advierte, además, que la prevención es 
posible, pero requiere un abordaje integral: las estrategias más eficaces combinan 
intervenciones sanitarias con medidas sociales, educativas y comunitarias.

En Argentina, a pesar de contar con diversas fuentes de información que no 
permiten comprender el problema en toda su magnitud, los datos muestran un 
aumento sostenido y alarmante en los últimos años. Sin embargo, desde el Estado 
Nacional no se han desarrollado políticas para abordar este problema complejo 
y multidimensional, se ha reducido el presupuesto destinado a salud mental 
y se sigue insistiendo con la modificación de la Ley Nacional de salud Mental 
pasando de un modelo basado en la interdisciplina a un modelo que reduce la 

 INFORME FSS Nº101 SEPTIEMBRE 2026
www.soberaniasanitaria.org.ar 

 info@soberaniasanitaria.org.ar

Aumentan los suicidios en Argentina

Una problemática multidimensional que requiere políticas de 
Estado



2

enorme complejidad de los padecimientos subjetivos y que va a generar aún más 
dificultades para el acceso a la atención.

EL SUICIDIO COMO PROBLEMA DE SALUD PÚBLICA
La consideración del suicidio como problema de salud pública supone superar 
una interpretación exclusivamente individual de la problemática. Desde una 
perspectiva político-sanitaria, el suicidio y las conductas autolesivas no pueden 
ser comprendidos como sucesos privados, aislados o meramente individuales, 
sino como una problemática psicosocial, comunitaria, multidimensional y de salud 
pública, que compromete de manera directa los derechos humanos y el derecho 
a la salud integral.

La representación social más extendida del suicidio suele asociarlo con un acto 
individual, voluntario y orientado hacia un propósito claro. Esta perspectiva, sin 
embargo, resulta insuficiente para dar cuenta de la complejidad de los procesos que 
atraviesan a las personas en situaciones de sufrimiento. El suicidio es un fenómeno 
en el que interactúan factores individuales, familiares, sociales y comunitarios. 
Entre los elementos que pueden incrementar la vulnerabilidad se encuentran las 
dificultades de acceso a la atención de salud mental, el aislamiento social, las 
consecuencias de la pandemia y determinados factores socioeconómicos. Por 
ello, el suicidio y las conductas autolesivas requieren respuestas que excedan el 
abordaje individual y clínico.

Las conductas autolesivas y los intentos de suicidio pueden constituir expresiones 
de situaciones de intenso sufrimiento psíquico, desamparo, aislamiento o pérdida 
de referencias y apoyos, en las que se ven afectadas las posibilidades subjetivas 
y vinculares de elaborar, simbolizar y tramitar el dolor. En este sentido, no se trata 
únicamente de un “acto individual con un propósito claro”, sino de situaciones 
complejas en las que pueden confluir el sufrimiento subjetivo, las condiciones 
de vida, las experiencias de violencia, las desigualdades y la disponibilidad, o 
ausencia, de redes de sostén y cuidado.
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Esta perspectiva implica, por tanto, reconocer que la prevención del suicidio no 
puede reducirse a la identificación y atención de los factores de riesgo individuales. 
Requiere fortalecer las condiciones sociales, comunitarias e institucionales que 
favorecen el cuidado, la inclusión, la participación, la construcción de vínculos y 
el acceso oportuno a respuestas integrales, intersectoriales e interinstitucionales. 
Desde esta perspectiva, el Estado no debe limitar su intervención a la asistencia 
de personas con problemas de salud mental. Una política integral requiere actuar 
también sobre las condiciones que pueden incrementar la vulnerabilidad, incluyendo 
el acceso a la salud y a la educación, las condiciones de trabajo, la inclusión social, 
la prevención de los consumos problemáticos, el fortalecimiento de los vínculos 
comunitarios y la disponibilidad de dispositivos de atención temprana. Pensar el 
suicidio como problema de salud pública supone, en definitiva, ampliar la mirada: 
del acto individual hacia las condiciones de vida, los vínculos y las redes de cuidado 
que hacen posible sostener la vida y construir horizontes de futuro.

La propia experiencia internacional demuestra que las políticas públicas pueden 
producir resultados. La OMS señala, por ejemplo, que países que desarrollaron 
estrategias nacionales de prevención lograron reducciones significativas de sus 
tasas. Sin embargo, también advierte que la tendencia mundial actual no resulta 
suficiente para alcanzar el objetivo de reducción establecido para 2030, lo que 
exige acelerar y sostener las intervenciones.

En consecuencia, abordar el suicidio exclusivamente desde la atención clínica 
posterior a una crisis resulta insuficiente. La prevención requiere intervenir antes 
de que se produzca el episodio, fortalecer las redes sociales y comunitarias, 
facilitar el acceso a servicios de salud mental y actuar sobre determinados 
factores sociales que incrementan la vulnerabilidad.
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LA SITUACIÓN EN ARGENTINA
La información disponible sobre suicidios, y en la cual debe basarse el monitoreo 
epidemiológico, proviene de diversas fuentes de información que aportan dimensiones 
complementarias del fenómeno: Las estadísticas vitales que publica el Ministerio de 
Salud de la Nación y el Sistema Nacional de Información Criminal que publica el 
Ministerio de Seguridad nacional.

Gráfico 1: Tasa de suicidios por cada 100.000 habitantes

Fuente: Elaboración propia en base a estadísticas del Sistema Nacional de Información Criminal (SNIC)

Las estadísticas vitales en salud recogen información proveniente del Informe Estadístico 
de Defunción (IED) completado por el médico certificante. Esta fuente presenta 
limitaciones para establecer con precisión la intencionalidad de las muertes. El Sistema 
Nacional de Información Criminal (SNIC) releva datos a partir de partes de urgencia, 
denuncias o actas de procedimiento policial, lo que permite, en muchos casos, una 
mejor caracterización de la intencionalidad del evento. Sin embargo, ambas fuentes 
presentan dificultades de comparabilidad debido a la existencia de casos con “intención 
no determinada”, cuya definición final depende de la intervención judicial. Es por este 
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motivo que los datos públicos sobre suicidio presentan variaciones, que pueden llegar 
a ser significativas, según miremos una y otra fuente de información y que resulta 
imprescindible trabajar en la integración de los diversos sistemas para contar con 
datos más robustos que nos permitan acercanos mejor a la realidad del problema.

Con esta salvedad, vamos a tomar aquí los datos del SNIC por ser los más actuales, 
dado que las estadísticas vitales para 2025 aún no se encuentran publicadas. Los 
datos más recientes del SNIC muestran un fuerte aumento del indicador para 2025:se 
registraron 5.209 suicidios en Argentina, frente a 4.249 en 2024, lo que representa 
un incremento interanual del 22,6%. La tasa pasó de 9,7 a 11,8 suicidios cada 100.000 
habitantes mayores de 5 años. El registro de 2025 constituye, además, el valor más 
elevado de la serie histórica disponible en el SNIC desde 2016.

La magnitud del fenómeno implica un promedio de aproximadamente 14 suicidios 
por día durante 2025. El incremento registrado continúa una tendencia ascendente 
en los últimos años: pasamos de 3.648 suicidios en 2021 a 3.959 en 2022, 4.205 en 
2023, 4.249 en 2024 y 5.209 en 2025.

Gráfico 2: Distribución de suicidios según rango etario en 2024

Fuente: Elaboración propia en base a estadísticas del Sistema Nacional de Información Criminal (SNIC)
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Según los datos del Sistema Nacional de Información Criminal (SNIC), durante 2024 
el 80,6% de los suicidios correspondió a varones (3.425 casos), mientras que el 
19,0% correspondió a mujeres (807 casos). Esta distribución muestra una marcada 
sobremortalidad masculina, en línea con la evidencia nacional e internacional, 
que indica que las tasas de suicidio entre los varones son varias veces superiores 
a las registradas entre las mujeres. 

Gráfico 3: Distribución de suicidios en base al género en el año 2024

Fuente: Elaboración propia en base a estadísticas del Sistema Nacional de Información Criminal (SNIC)

EL ROL DEL ESTADO
La evidencia internacional permite identificar algunas funciones estatales 
indispensables. En primer lugar, el Estado debe producir información confiable, 
continua y desagregada que permita identificar tendencias y grupos de riesgo. 
En segundo lugar, debe garantizar acceso oportuno a servicios de salud mental y 
mecanismos de atención y seguimiento. En tercer lugar, debe desarrollar políticas 
de prevención en ámbitos educativos y comunitarios. Finalmente, debe coordinar 
acciones con otros sectores que inciden sobre los determinantes sociales de la salud.
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La OMS sostiene explícitamente que la prevención del suicidio requiere la 
participación de sectores que exceden al sistema sanitario, entre ellos educación, 
empleo, justicia, medios de comunicación y otros actores sociales.

En Argentina, esta perspectiva adquiere especial relevancia porque la población 
joven concentra una proporción significativa del problema. La respuesta estatal 
debería incluir programas de prevención en escuelas, capacitación de docentes 
y referentes comunitarios, fortalecimiento de la atención primaria, protocolos 
para el seguimiento de intentos de suicidio y estrategias específicas destinadas a 
jóvenes y varones, que presentan una elevada mortalidad.

En este sentido, la Ley Nacional de Salud Mental N.º 26.657, sancionada en 
2010, constituye un marco fundamental para organizar una respuesta estatal 
integral. La norma estableció un modelo basado en los derechos humanos, la 
interdisciplinariedad y el abordaje comunitario, e integró la salud mental al sistema 
general de salud. Asimismo, promovió la atención en hospitales generales y el 
desarrollo de dispositivos comunitarios como alternativa a la institucionalización 
prolongada. Este enfoque resulta particularmente relevante para la prevención del 
suicidio, ya que requiere intervenciones tempranas y articuladas entre los servicios 
de salud, las familias, las instituciones educativas y las redes comunitarias.

El Plan Nacional de Salud Mental 2023-2027 ya había planteado como objetivo 
avanzar hacia una transformación estructural del sistema de atención bajo un 
paradigma comunitario. Sin embargo, la capacidad de llevar estos principios a la 
práctica depende también de los recursos disponibles. En términos presupuestarios, 
los valores expresados a precios constantes de 2026 muestran un retroceso 
significativo: el presupuesto destinado a salud mental pasó de $191.470 millones 
en 2022 a $125.048 millones en 2026, lo que representa una reducción real de 
aproximadamente 34,7%. Solo entre 2025 y 2026, la caída fue del 22,5%, al pasar 
de $161.331 millones a $125.048 millones. Este deterioro de los recursos disponibles 
adquiere especial relevancia frente a la necesidad de ampliar dispositivos, equipos 
interdisciplinarios y estrategias de prevención y atención comunitaria.
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Gráfico 4. Presupuesto anual de salud mental 
En millones de pesos, a valores constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Ley de Presupuesto

A más de quince años de la sanción de la Ley 26.657, persisten, por lo tanto, 
dificultades importantes para su implementación efectiva, vinculadas principalmente 
con el financiamiento, la disponibilidad de dispositivos, los recursos humanos y 
la infraestructura necesaria para sostener el modelo previsto por la ley. En este 
contexto, el proyecto de modificación de la Ley 26.657 impulsado por el Gobierno 
nacional en 2026 plantea una discusión de especial importancia para las políticas 
de prevención del suicidio. La propuesta supone modificaciones sustantivas sobre 
el modelo de atención establecido por la legislación vigente y, de acuerdo con el 
informe sobre la modificación de la Ley de Salud Mental, implica un retroceso en 
aspectos vinculados con el abordaje interdisciplinario, los dispositivos comunitarios 
y el financiamiento de las políticas de salud mental.
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CONCLUSIÓN
El aumento del suicidio constituye una problemática de salud pública que requiere 
una respuesta estatal sostenida e integral. Los datos disponibles muestran una 
situación preocupante a nivel mundial, un comportamiento particularmente 
desfavorable en las Américas y un incremento significativo en determinados 
grupos de edad en Argentina. El hecho de que el suicidio sea actualmente la 
principal causa de muerte externa entre las personas de 15 a 24 años y que haya 
recuperado esa posición entre los 25 y 34 años constituye un indicador suficiente 
para considerar la prevención como una prioridad de política pública.

La evidencia disponible demuestra, al mismo tiempo, que el suicidio no puede 
explicarse a partir de una única causa ni abordarse exclusivamente desde la 
medicina o la psiquiatría. Las condiciones económicas, laborales y sociales, 
los vínculos comunitarios, el acceso a los servicios de salud, la educación y las 
posibilidades de integración social forman parte de un entramado que debe 
ser considerado en las políticas preventivas. En este marco, resulta fundamental 
promover condiciones que permitan construir y sostener perspectivas de futuro, 
ampliar las posibilidades de elección y participación, fortalecer los proyectos de 
vida y recuperar horizontes de sentido y pertenencia. La prevención del suicidio 
implica, así, no solo reducir situaciones de sufrimiento y riesgo, sino también 
generar condiciones sociales y comunitarias que hagan posible imaginar un 
futuro y construir caminos para alcanzarlo.

El debate sobre la modificación de la Ley Nacional de Salud Mental N.º 26.657 
debe inscribirse dentro de esta discusión. Es legítimo identificar problemas de 
implementación y discutir modificaciones que permitan mejorar la capacidad de 
respuesta del sistema. Pero cualquier reforma debería evaluarse en función de su 
capacidad efectiva para ampliar el acceso, fortalecer la prevención, garantizar 
derechos y dotar al Estado de herramientas y recursos suficientes.

La principal conclusión es, por lo tanto, que frente al suicidio el Estado no puede 
limitarse a intervenir cuando la crisis ya se produjo. Su responsabilidad comienza 
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antes: en la producción de información, la prevención, la educación, el acceso a la 
atención, la construcción de redes comunitarias, el seguimiento de las personas en 
riesgo y la intervención sobre los determinantes sociales que pueden incrementar 
la vulnerabilidad.

El desafío no consiste en elegir entre Estado y comunidad. Consiste en construir una 
política pública en la que ambos puedan articularse, pero en la que la existencia 
de redes solidarias no se convierta en un argumento para justificar la ausencia o 
el debilitamiento de las capacidades estatales. Se trata, en definitiva, de construir 
condiciones para que las personas y las comunidades puedan sostener vínculos, 
desarrollar proyectos de vida y recuperar perspectivas de futuro. Porque prevenir 
el suicidio también implica garantizar la posibilidad de imaginar un porvenir y 
contar con los apoyos, las oportunidades y las condiciones materiales y sociales 
necesarias para construirlo.


